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reunión de personas previstas en dicha norma, el recurrente en amparo se hallaba, junto con otras 

diecisiete personas, celebrando un cumpleaños en un local cerrado. La Policía Nacional se personó 

en el lugar del evento y pidió a los asistentes que se identificasen, ante lo que el recurrente manifestó 

su condición de policía alumno de la Escuela Nacional de Policía, mostrando el carné acreditativo 

correspondiente. 

 La manifestación, en dicho contexto, de ser funcionario en prácticas del Cuerpo 

Nacional de Policía, dio lugar a que se le incoara un procedimiento sancionador, que finalizó con la 

adopción de la resolución del Director de la Escuela Nacional de Policía de 4 de mayo de 2021. 

Dicha resolución calificó la conducta como infracción grave, conforme al art. 69 a) del Reglamento 

Provisional de la Escuela Nacional de Policía, aprobado por Orden de 19 de octubre de 1981 (en 

adelante, Reglamento Provisional de 1981); precepto que tipifica como tal el “concurrir a 

espectáculos públicos u otros lugares anticipando la calidad de funcionario del Cuerpo Superior de 

Policía o alegar la condición de funcionario en prácticas del citado Cuerpo en circunstancias que no 

lo precisaren”. La resolución impuso al recurrente una sanción de pérdida de quince puntos de la 

suma total de las calificaciones obtenidas al final del curso selectivo, a detraer proporcionalmente 

en cada asignatura, conforme al art. 73.1 del citado Reglamento Provisional, según el cual las 

infracciones graves se sancionarán con pérdida de diez a quince puntos.  

 El acuerdo sancionador fue confirmado en alzada por la resolución de 2 de agosto de 

2021 del Jefe de la División de Formación y Perfeccionamiento de la Dirección General de la Policía.  

 Como consecuencia de la sanción recibida, el recurrente suspendió dos asignaturas 

del curso selectivo de la Escuela Nacional de Policía, de las que tuvo que volver a examinarse, siendo 

nuevamente suspendido, lo que determinó su exclusión y baja definitiva en el proceso selectivo, con 

la pérdida de todos los derechos adquiridos en la fase de oposición.  

 b) El interesado interpuso contra las anteriores resoluciones administrativas un 

recurso contencioso-administrativo, por el procedimiento especial para la protección de derechos 

fundamentales, en el que denunciaba la vulneración de los derechos reconocidos en los siguientes 

preceptos constitucionales: (i) el art. 25.1 CE, por falta de cobertura legal de la norma reglamentaria 

aplicada (reserva de ley) y por falta de identificación de dicha cobertura legal en el acto sancionador 

(tipicidad); (ii) el art. 14 CE, porque, según la normativa vigente, la infracción se califica como grave 

cuando es realizada por un policía en prácticas y como leve cuando se comete por funcionarios de 

carrera (que se rigen por la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del régimen disciplinario del 

Cuerpo Nacional de Policía); y (iii) el art. 23.2 CE, por haber sido removido del puesto sin causa 
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en los mismos términos el tipo infractor; (iii) además, la exigencia de la reserva de ley se flexibiliza 

en las relaciones de sujeción especial; y (iv) el Reglamento Provisional de 1981 tiene cobertura en 

el art. 12 de la Ley 55/1978, de 4 de diciembre, de la Policía y en el art. 2 de la Ley Orgánica 4/2010, 

que remite el régimen disciplinario de los funcionarios en prácticas al reglamento del centro docente 

policial.  

 Contra la Sentencia se promovió un incidente de nulidad de actuaciones, que fue 

inadmitido mediante providencia de 21 de noviembre de 2023. 

 

 3. El recurso de amparo fue presentado el 19 de diciembre de 2023. Mediante 

providencia de la Sección Cuarta, de 14 de marzo de 2024, se acordó requerir al recurrente para que 

ajustara la extensión del escrito de demanda a la exigencia de la regla 4.ª del Acuerdo del Pleno del 

Tribunal Constitucional de 15 de marzo de 2023 (BOE de 23 de marzo), sin modificar las 

pretensiones, las vulneraciones denunciadas ni la especial trascendencia constitucional alegada; en 

cumplimiento de lo cual, presentó un nuevo escrito de demanda el día 21 de marzo de 2024, ajustado 

a la extensión máxima establecida. 

 El recurso denuncia que la resolución sancionadora vulnera, en primer lugar, el 

principio de legalidad del art. 25.1 CE, en la vertiente de la garantía formal, puesto que el tipo 

infractor aplicado está previsto en una norma reglamentaria, carente de toda cobertura legal. Con 

cita de la doctrina constitucional recaída sobre el mencionado precepto constitucional, y en particular 

de la relativa a los tipos infractores y las sanciones previstos en normas reglamentarias posteriores a 

la Constitución (entre otras, cita la STC 21/2010, de 27 de abril) aduce que el art. 68 del Reglamento 

Orgánico de 1967 tiene una redacción diferente de la del art. 73.1 del Reglamento Provisional de 

1981, pues aquel establece la sanción de pérdida de puntos, sin especificar cuántos puntos se pierden 

(es decir, puede ser desde un punto en adelante), mientras que el Reglamento Provisional de 1981 

precisa que la pérdida será de diez a quince puntos, agravando, por tanto, la sanción. Así pues, visto 

el tenor literal de ambos preceptos, el art. 73.1 del Reglamento Provisional de 1981 innova o 

actualiza el art. 68 del Reglamento Orgánico de 1967, innovación que, según la doctrina 

constitucional invocada, infringe el art. 25.1 CE. En consecuencia, la sanción impuesta al recurrente 

-pérdida de quince puntos de la suma total de las calificaciones obtenidas a final de curso- se 

estableció por primera vez en el art. 73.1 del Reglamento Provisional de 1981, disposición 

reglamentaria posterior a la Constitución, sin que dicha sanción tenga cobertura legal (pues esta no 

podía venir constituida por la Ley 55/1978, de 4 de diciembre, de la Policía, dados sus términos 

globales e indeterminados), lo que significa que la resolución que sancionó al recurrente con 
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 5. El abogado del Estado, mediante un escrito presentado el 8 de octubre de 2024, 

subsanado el día 9 siguiente, se personó en el procedimiento, en la representación que ostenta por 

ley. La Secretaría de Justicia de la Sala Segunda del Tribunal, por diligencia de ordenación de 8 de 

enero de 2025, acordó tenerle por personado y dar vista de las actuaciones a las partes y al Ministerio 

Fiscal, por plazo común de veinte días, a fin de que, conforme con lo previsto en el art. 52 LOTC, 

pudieran presentar alegaciones. 

 

 6. El recurrente en amparo, mediante escrito registrado el 16 de enero de 2025, 

presentó sus alegaciones, reiterando los argumentos ya expuestos en la demanda.   

 

 7. El abogado del Estado presentó sus alegaciones mediante escrito registrado el 10 

de febrero de 2025 interesando la inadmisión y, subsidiariamente, la desestimación del recurso. 

 Indica, en primer lugar, que el recurso es extemporáneo porque se presentó el 21 de 

marzo de 2024, cuando la inadmisión del incidente de nulidad contra la Sentencia del Tribunal 

Supremo se había notificado el día 27 de noviembre de 2023. Añade que dicho incidente de nulidad 

era innecesario, ya que las vulneraciones denunciadas provenían exclusivamente de las resoluciones 

administrativas, por lo que el recurso era, con mayor motivo, extemporáneo. 

 Con carácter subsidiario, solicita que se desestime el recurso, por los motivos 

siguientes: 

 a) Nos hallamos en el ámbito de las relaciones administrativas de sujeción especial, 

lo que flexibiliza la imposición de sanciones con fundamento en normas reglamentarias.  

 b) El art. 73.1 del Reglamento Provisional de 1981 reproduce la sanción prevista para 

la misma conducta en el art. 68 del Reglamento Orgánico de 1967, el cual preveía la sanción de 

pérdida de puntos, sin especificar cuántos. Por tanto, el primero, al establecer la pérdida de un 

mínimo de diez y un máximo de quince puntos, viene a reproducir la sanción prevista en la norma 

preconstitucional, sin alterarla, de modo que es aplicable la doctrina de la STC 144/2011, de 26 de 

septiembre, entre otras, que exime de la reserva de ley en los supuestos de reproducción de normas 

sancionadoras preconstitucionales. En contra de lo que alega la demanda, considera que la norma 

posconstitucional tan solo concreta la posible sanción, sin actualizarla, por lo que no cabe exigir que 

tenga cobertura legal. 
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sancionador aplicado, en contravención de la doctrina constitucional relativa al principio de tipicidad 

del art. 25.1 CE. 

 Para el fiscal, en lugar del Reglamento Provisional de 1981, debería haberse aplicado 

el art. 9 f) de la Ley Orgánica 4/2010, tal y como prevé expresamente el art. 2.2 de esta y, por tanto, 

la consecuencia punitiva (más benévola) prevista en su art. 10.3 (apercibimiento o suspensión de 

funciones de uno a cuatro días). 

 b) Por lo que se refiere a la modulación del principio de legalidad en las relaciones 

de sujeción especial, aduce que tienen un límite que señala la propia doctrina constitucional (cita la 

STC 26/2005, de 14 de febrero), según la cual no puede llegar a desplazar la aplicación del principio 

de legalidad. Por tanto, no se puede justificar en tal motivo que la norma reglamentaria se actualice 

respecto de la norma preconstitucional, sin la suficiente cobertura legal. 

 Por último, señala que el Reglamento Provisional de 1981 ha sido derogado por el 

Real Decreto 49/2024, de 16 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de los centros docentes 

de la Policía Nacional.  

 El escrito de alegaciones finaliza solicitando que se otorgue el amparo impetrado, 

por vulneración del art. 25.1 CE, y se anule la resolución sancionadora, así como aquellas otras que 

la han confirmado en vía administrativa y judicial. 

  

 9. El Pleno de este Tribunal, mediante providencia de 2 de diciembre de 2025, y 

conforme establece el artículo 10.1.n) de la Ley Orgánica del Tribunal, a propuesta de tres 

magistrados, acordó recabar para sí el conocimiento de este recurso de amparo. 

 

 10. Mediante providencia de 24 de noviembre de 2025, se señaló para deliberación 

y votación de la presente sentencia el día 2 de diciembre del mismo año. 
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de garantía formal, alegando la absoluta falta de cobertura legal del precepto reglamentario aplicado. 

Reprocha también a la resolución sancionadora, secundariamente, la vulneración de este mismo 

derecho en su vertiente de garantía material, lesión que asocia a la falta de identificación de la norma 

de rango legal que ampara el precepto reglamentario aplicado para sancionar. Por su parte, se imputa 

a la sentencia del Tribunal Supremo la lesión del art. 24.1 CE, por no haber respondido a la alegación 

de que debía aplicarse la Ley Orgánica 4/2010, que sanciona de manera más leve la conducta del 

recurrente. La demanda denuncia también, aunque sin desarrollo argumental, la vulneración del 

principio de igualdad del art. 14 CE. 

 El abogado del Estado aduce, con carácter principal, que el recurso debe ser 

inadmitido por incurrir en extemporaneidad. Subsidiariamente, interesa su desestimación 

argumentando, en primer lugar, que la reserva de ley se flexibiliza en las relaciones de sujeción 

especial; y, en segundo lugar, que los preceptos aplicados se ajustan a la doctrina constitucional 

sobre los preceptos sancionadores incluidos en reglamentos posconstitucionales que tienen su origen 

en otros de carácter preconstitucional cuya regulación mantienen sin cambios. 

 El Ministerio Fiscal, por su parte, postula el otorgamiento del amparo porque, con 

arreglo a la doctrina constitucional aplicable, no cabe alterar mediante reglamento un régimen 

sancionador preconstitucional, como aquí se ha producido, lo que supone la infracción del art. 25.1 

CE, al igual que la falta de mención en la resolución sancionadora del precepto legal que le sirve de 

fundamento. Considera, asimismo, que debería haberse aplicado, en lugar del Reglamento 

Provisional de 1981, el régimen sancionador más favorable contenido en los arts. 9 f) y 10.3 de la 

Ley Orgánica 4/2010, tal y como prevé expresamente el art. 2.2 de esta. 

 

 2. Óbice procesal: desestimación 

 Antes de entrar al fondo del presente recurso resulta necesario examinar el óbice de 

extemporaneidad aducido por el abogado del Estado.  

 Según se ha indicado en los antecedentes, el abogado del Estado considera, por una 

parte, que la vulneración alegada es solo achacable a la Administración, por lo que el plazo para la 

interposición del recurso de amparo era de veinte días (art. 43 LOTC), a contar desde la notificación 

de la Sentencia del Tribunal Supremo de 16 de octubre de 2023, que desestimó el recurso de 

casación. De otro lado, sostiene que, aunque se considerara como un recurso de amparo mixto, 

también sería extemporáneo, dado que se interpuso una vez transcurrido el plazo de treinta días (art. 
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procesal anterior, haciendo innecesario un pronunciamiento sobre las restantes (regla de la máxima 

retroacción).  

 La aplicación de esta doctrina nos lleva a examinar, en primer término, la alegada 

vulneración del principio de legalidad sancionadora, imputada primariamente a la Administración, 

dado que la eventual estimación de este primer motivo haría innecesario el enjuiciamiento de la 

invocada infracción del derecho a la tutela judicial efectiva, que se achaca exclusivamente al 

Tribunal Supremo. 

 b) En cuanto a las lesiones imputadas de manera principal a la Administración, la 

demanda de amparo se sustenta en la alegada vulneración de la dimensión formal del derecho 

fundamental a la legalidad sancionadora (art. 25.1 CE), que derivaría del hecho de que la sanción 

estaba prevista en un precepto reglamentario postconstitucional carente por completo de cobertura 

legal y cuyo contenido modificaba el de la norma reglamentaria previa a la Constitución, que venía 

a sustituir. De ahí que, pese a que el recurso de amparo se dirige formalmente contra la resolución 

administrativa sancionadora y las resoluciones administrativa y judiciales que la confirmaron, 

solicitando genéricamente la nulidad de los actos impugnados, el verdadero objeto de dicha queja 

principal haya de entenderse circunscrito, por un lado, a la resolución sancionadora del Director de 

la Escuela Nacional de Policía de 4 de mayo de 2021, así como, de otra parte, al art. 73.1 del 

Reglamento Provisional de 1981, invocado por aquella como fundamento normativo de la sanción 

impuesta. En efecto, la vulneración del derecho a la legalidad sancionadora en su vertiente formal, 

de haberse producido, tendría su origen directo en dicho precepto reglamentario, habiéndose 

limitado la Administración a aplicarlo y los órganos judiciales a confirmar la actuación 

administrativa por considerarla conforme a Derecho (en sentido similar, STC 15/2011, de 28 de 

febrero, FJ 2). 

 En coherencia con lo anterior, cabe anticipar que si el precepto reglamentario 

aplicado contraviniera el derecho fundamental invocado sería, en sí mismo, inconstitucional y nulo 

(así, SSTC 7/1990, de 18 de enero, FJ 5; 32/1990, de 26 de febrero, FJ 4; 61/1990, de 29 de marzo, 

FJ 9, y 15/2011, de 28 de febrero, FJ 7). En este sentido, en la citada STC 61/1990, FJ 9, que 

analizaba una sanción impuesta –como se alega en el presente recurso de amparo– con base en una 

norma reglamentaria sin suficiente cobertura legal, se concluyó que la aplicación que de la norma 

hizo la Administración, “así como la norma misma”, violaban el art. 25.1 CE, lo que condujo a este 

Tribunal a declarar la nulidad no solo del acto sancionador sino también del precepto reglamentario 

en que se basaba. 
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las correspondientes sanciones, hay que excluir que tales remisiones hagan posible una regulación 

independiente y no claramente subordinada a la Ley (entre otras muchas, SSTC 83/1984, de 24 

de julio, FJ 4; 161/2003, de 15 de septiembre, FJ 2; 242/2005, de 10 de octubre, FJ 2; 104/2009, 

de 4 de mayo, FJ 2, y 145/2013, de 11 de julio, FJ 4). 

 Para el caso concreto de las normas sancionadoras preconstitucionales, el Tribunal 

ha subrayado que “no es posible exigir la reserva de ley de manera retroactiva para anular 

disposiciones respecto de las cuales esa exigencia formal no existía de acuerdo con el Derecho 

anterior [a la Constitución]” (por todas, STC 15/1981, de 7 de mayo, FJ 7).  Ahora bien, como 

precisó la STC 42/1987, de 7 de abril, FFJJ 3 y 4,  “no es lícito, a partir de la Constitución, tipificar 

nuevas infracciones ni introducir nuevas sanciones o alterar el cuadro de las existentes por una norma 

reglamentaria cuyo contenido no esté suficientemente predeterminado o delimitado por otra de rango 

legal”; con la salvedad de que la norma reglamentaria posconstitucional se limite, “sin innovar el 

sistema de infracciones y sanciones en vigor, a aplicar ese sistema preestablecido al objeto 

particularizado de su propia regulación material (…) [ya que] se trata más bien de una reiteración de 

las reglas sancionadoras establecidas en otras normas más generales, por aplicación a una materia 

singularizada incluida en el ámbito genérico de aquéllas”.  

 Nuestra doctrina ha ido evolucionando hacia una interpretación progresivamente más 

restrictiva de la salvedad indicada en la citada STC 42/1987. Así, mientras que en la STC 29/1989, 

de 6 de febrero, FJ 3, se admitió que “la simple refundición de aquellas normas preconstitucionales 

en un nuevo texto aprobado con posterioridad a la Constitución (…) no es contraria a la referida 

exigencia formal, siempre que este último no innove el reordenamiento sancionador y constituya 

una mera reordenación sistemática”; a partir de la STC 305/1993, de 25 de octubre, FJ 7, se excluyó 

expresamente la posibilidad de aplicar un precepto posconstitucional que “reproduce de forma 

prácticamente literal el contenido de la regulación reglamentaria preconstitucional”. Argumenta 

dicha Sentencia que “todas las previsiones del Reglamento General de Policía de Espectáculos y 

Actividades Recreativas, de 27 de agosto de 1982 [al que se refería aquel caso] se insertan como 

elementos de un nuevo marco normativo general que pretende sustituir en bloque a la anterior 

regulación preconstitucional de la materia, y no singularizar, o particularizar, a casos muy 

específicos los aspectos genéricos de aquella regulación. Se trata pues, de una actualización global 

de la misma (…)”.  

 Este criterio más restrictivo se confirma en la STC 117/1995, de 17 de julio, FJ 3, 

cuando afirma que: 





 16 

    

reglamentarias posteriores a la Constitución. A fortiori infringirá dicha garantía un precepto 

reglamentario poscontitucional que, yendo más allá, innove o modifique de cualquier manera el 

cuadro de infracciones o de sanciones que estaba en vigor antes de aprobarse la Constitución. 

 b) Respecto de la garantía material del derecho fundamental a la legalidad 

sancionadora, hemos señalado específicamente que contiene un doble mandato:  

 (i) El primero, que es el de taxatividad, dirigido al legislador y al poder reglamentario, 

exige que las leyes sancionadoras se configuren “llevando a cabo el ‘máximo esfuerzo posible’ [STC 

62/1982, de 15 de octubre, FJ 7 C)] para garantizar la seguridad jurídica, es decir, para que los 

ciudadanos puedan conocer de antemano el ámbito de lo prohibido y prever, así, las consecuencias 

de sus acciones” (por todas, STC 151/1997, de 29 de septiembre, FJ 3). 

 (ii) El segundo, de tipicidad, destinado a los aplicadores del Derecho, “impide que el 

órgano sancionador actúe frente a comportamientos que se sitúan fuera de las fronteras que demarca 

la norma sancionadora” (SSTC 120/1996, de 8 de julio, FJ 8, y 151/1997, de 29 de septiembre, FJ 

4). Como afirma, entre otras, la STC 218/2005, de 12 de septiembre, FJ 3 b) “resulta elemento 

realmente esencial del principio de tipicidad, ligado indisolublemente con el principio de seguridad 

jurídica (art. 9.3 CE), la necesidad de que la Administración en el ejercicio de su potestad 

sancionadora identifique el fundamento legal de la sanción impuesta en cada resolución 

sancionadora. En otros términos, el principio de tipicidad exige no solo que el tipo infractor, las 

sanciones y la relación entre las infracciones y sanciones, estén suficientemente predeterminados, 

sino que impone la obligación de motivar en cada acto sancionador concreto en qué norma se ha 

efectuado dicha predeterminación y, en el supuesto de que dicha norma tenga rango reglamentario, 

cuál es la cobertura legal de la misma. Esta última obligación encuentra como excepción aquellos 

casos en los que, a pesar de no identificarse de manera expresa el fundamento legal de la sanción, el 

mismo resulta identificado de forma implícita e incontrovertida”.  

 A este respecto, hemos subrayado que cuando la Administración ejerce la potestad 

sancionadora debe ser “la propia resolución administrativa que pone fin al procedimiento la que, 

como parte de su motivación identifique expresamente o, al menos, de forma implícita el 

fundamento legal de la sanción. Solo así puede conocer el ciudadano en virtud de qué concretas 

normas con rango legal se le sanciona” (por todas, STC 199/2014, de 15 de diciembre, FJ 3, con cita 

de la STC 161/2003, de 15 de septiembre, FJ 3). 

 c) Finalmente, por lo que se refiere a las llamadas “relaciones de sujeción especial”, 

categoría de cuño doctrinal que es, según ha destacado este Tribunal, “en sí misma imprecisa” (STC 
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Una vez expuesta la doctrina aplicable, analizaremos las quejas planteadas por vulneración 

del derecho fundamental a la legalidad sancionadora. 

 5. Enjuiciamiento: estimación por vulneración del derecho fundamental a la 

legalidad sancionadora (art. 25.1 CE) 

 Las dos quejas que plantea la demanda sobre el derecho fundamental a la legalidad 

sancionadora están conectadas, porque se vinculan a la ausencia de cobertura legal y a la falta de 

mención de tal cobertura en el acto sancionador (garantía formal y material, en su mandato de 

tipicidad, respectivamente). En la medida en que esta segunda exigencia depende de que en el caso 

concreto resultase en primer término necesaria la cobertura legal, es esta la cuestión que 

prioritariamente hemos de examinar. 

 a) Para resolver la posible vulneración de la garantía formal, derivada de la alegada 

falta de cobertura legal del Reglamento Provisional de 1981, debemos partir del preámbulo de esta 

disposición que resulta bien elocuente cuando afirma que diversos cambios normativos “han venido 

a desbordar el marco jurídico establecido en  el Reglamento Orgánico de la Escuela Superior de 

Policía de 7 de marzo de 1967, por lo que se hace preciso adecuar sus preceptos a las necesidades 

actuales”; y apunta que el nuevo reglamento se aprueba “hasta tanto se proceda a dictar la norma 

correspondiente con el rango adecuado” [énfasis añadido].  

 Lo anterior pone de manifiesto que el Ministro del Interior aprobó el Reglamento de 

1981 a título “provisional” (como reza su propio título), siendo consciente de la insuficiencia de su 

rango y quedando a la espera de que se aprobara una norma con rango de ley. Pese a ello, ha estado 

vigente hasta fecha reciente, en que ha sido derogado por el Real Decreto 49/2024, de 16 de enero, 

por el que se aprueba el Reglamento de los centros docentes de la Policía Nacional (disposición 

derogatoria única). Además, según su disposición transitoria única, los cursos académicos y módulos 

de formación ya iniciados “se regirán por la normativa vigente en el momento en que se inició el 

concreto curso o módulo de que se trate”, por lo que el Reglamento Provisional de 1981 es aplicable 

aun después de su derogación (ultraactividad). 

 De este modo, el Reglamento Provisional de 1981 se enmarca en una actualización 

global que sustituye en bloque a la anterior regulación preconstitucional de la materia (Reglamento 

Orgánico de 1967), la cual no se limita a reproducir -lo que, debemos subrayar, tampoco sería acorde 

con la garantía formal del art. 25.1 CE, según la doctrina citada -, sino que se modifica en diversos 

aspectos, entre ellos, en lo referente a la sanción aplicada al recurrente en amparo, según se expone 

a continuación. 
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progresivamente conforme avanzamos en nuestro tiempo, el de la vigencia de la Constitución”, con 

mayor énfasis debemos corroborarlo ahora, al enjuiciar la aplicación el 4 de mayo de 2021 de una 

norma sancionadora de 1981. El art. 73.1 del Reglamento Provisional, ya nació sin rango suficiente 

-como se admitía en su preámbulo-, pese a lo cual se ha mantenido en vigor sin la imprescindible 

cobertura legal y vigente la Constitución, durante más de cuarenta años, hasta su reciente derogación 

por el citado Real Decreto 49/2024, de 16 de enero, derogación pese a la cual -valga insistir- sigue 

siendo aplicable a los cursos académicos y módulos de formación ya iniciados. 

  b) Por otra parte, pese a lo que sostienen el abogado del Estado y las sentencias 

dictadas en el procedimiento judicial, la conclusión de que el precepto sancionador aplicado carece 

de la necesaria cobertura legal no se enerva por el hecho de hallarnos ante una relación que pudiera 

calificarse como de “sujeción especial”.  

 Según hemos indicado en el fundamento jurídico cuarto c), la distinción entre 

relaciones de sujeción general y especial no puede esgrimirse de manera genérica “para el 

incumplimiento de los requisitos constitucionales de legalidad formal y tipicidad como garantía de 

la seguridad jurídica del ciudadano” (STC 61/1990, FJ 8); conclusión que hemos reiterado para el 

ámbito sancionador en las posteriores SSTC 234/1991, de 10 de diciembre, FJ 2; 26/2005, de 14 de 

febrero, FJ 3; 229/2007, de 5 de noviembre, FJ 2; 162/2008, de 15 de diciembre, FJ 3; y 81/2009, de 

23 de marzo, FJ 6. En concreto, la referida STC 61/1990 estimó el recurso de amparo interpuesto 

contra una sanción basada en una orden ministerial “carente de cobertura legal mínima, incluso 

desde la perspectiva de las relaciones de sujeción especial”, pues “siempre deberá ser exigible en el 

campo sancionatorio administrativo (no hay duda en el penal) el cumplimiento de los requisitos 

constitucionales de legalidad formal y tipicidad como garantía de la seguridad jurídica del 

ciudadano” (FJ 8). Conclusión que debemos ratificar ahora, en vista de la absoluta falta de cobertura 

del precepto aplicado en norma alguna de rango legal. 

 c) Lo anterior determina el otorgamiento del amparo por vulneración del art. 25.1 

CE, en las dos garantías invocadas en la demanda, sin que sea necesario pronunciarse sobre la 

alegada infracción del art. 24.1 CE. 

  

 6. Anulación del precepto reglamentario origen de la lesión y de sus actos de 

aplicación 

 Como acabamos de concluir, la resolución del Director de la Escuela Nacional de 

Policía de 4 de mayo de 2021 vulneró el derecho fundamental a la legalidad sancionadora del art. 
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FALLO 

 

 En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la autoridad que le 

confiere la Constitución de la Nación española, ha decidido estimar el recurso de amparo interpuesto 

por don Rafael Crespo Jiménez y, en su virtud: 

 1º Declarar que se ha vulnerado su derecho a la legalidad sancionadora (art. 25.1 CE). 

 2º Restablecerle en su derecho y, a tal fin, anular: (i) la resolución sancionadora del 

Director de la Escuela Nacional de Policía de 4 de mayo de 2021; (ii) la resolución del Jefe de la 

División de Formación y Perfeccionamiento de la Dirección General de la Policía de 2 de agosto de 

2021, que desestimó el recurso de alzada interpuesto contra aquélla; (iii) la Sentencia núm. 406/2022 

de la Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de 18 de 

marzo de 2022 (rec. núm. 1364/2021); (iv) la Sentencia núm. 1265/2023 de la Sala de lo 

Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo, de 16 de octubre de 2023 (rec. núm. 5068/2022), 

que desestimaron los recursos interpuestos contra las referidas resoluciones administrativas; y (v) la 

Providencia del Tribunal Supremo de 21 de noviembre de 2023, que inadmitió a trámite el incidente 

de nulidad de actuaciones promovido contra la Sentencia de casación. 

 3º Declarar que el art. 73.1 del Reglamento Provisional de la Escuela Nacional de 

Policía, aprobado por Orden de 19 de octubre de 1981, interpretado sistemáticamente con la 

disposición transitoria única del Real Decreto 49/2024, de 16 de enero, por el que se aprueba el 

Reglamento de los centros docentes de la Policía Nacional, es inconstitucional y nulo. 

  

 Publíquese esta sentencia en el “Boletín Oficial del Estado”. 

 

 Dada en Madrid, a dos de diciembre de dos mil veinticinco. 

 

    




